PAGE  
7

INFORME No. 91/10

CASO 12.660

SOLUCIÓN AMISTOSA

RICARDO UCÁN SECA

MÉXICO

15 de julio de 2010

I.
RESUMEN

1. El 31 de marzo de 2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana”, “Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Ricardo Ucán Seca, la Organización Indignación Promoción y Defensa de los Derechos Humanos A.C., y la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Yucatán
 (en adelante, “los peticionarios”), en contra del Estado de México (en adelante “Estado”, “Estado mexicano” o “México”). En la petición se alegó la responsabilidad del Estado mexicano, por las presuntas irregularidades que habrían afectado el proceso criminal seguido en contra del señor Ucán Seca, indígena maya que no habría contado con la asistencia de un intérprete traductor que le hubiera permitido defenderse y hacerse entender en su idioma, ni con una defensa oficial eficaz.

2. Los peticionarios sostuvieron que México habría violado los derechos amparados en los artículos 5 (derecho a la integridad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, la “Convención”, o la “Convención Americana”), en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional, en perjuicio de Ricardo Ucán Seca. Asimismo, alegaron la responsabilidad internacional del Estado mexicano por presuntas violaciones de los derechos amparados en el artículo 12 del Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes de la Organización Internacional del Trabajo, y en el artículo 14.3.f del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
3. Por su parte, el Estado afirmó que los procedimientos judiciales sustanciados contra Ricardo Ucán Seca se habrían tramitado con apego a los estándares nacionales e internacionales sobre debido proceso. Alegó que la falta de asistencia de un intérprete no lo habría colocado en estado de indefensión y que habría contado con una defensa adecuada. Asimismo, sostuvo que el señor Ucán Seca habría tenido acceso a todos los recursos previstos en la legislación interna, y que habría acudido a la CIDH con la intención de que sean revisadas las actuaciones de las autoridades jurisdiccionales internas. 
4. El 24 de julio de 2008 la CIDH aprobó el Informe de Admisibilidad No. 49/08 y declaró admisible la petición respecto de presuntas violaciones a los derechos amparados en los artículos 8.2 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional. En aplicación del principio iure novit curia, también declaró admisible la petición respecto de una presunta violación del artículo 24 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del citado tratado. Además, declaró inadmisible la petición respecto de la pretendida violación del artículo 5 de la Convención.  
5. El 31 de diciembre de 2009, las partes suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa. 

6. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por los peticionarios y de la solución amistosa lograda. Habiendo revisado la conformidad del acuerdo con los principios de la Convención Americana, la Comisión resuelve notificar a las partes, hacer público el presente informe e incluirlo en el Informe Anual para la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
7. El 24 de julio de 2008 la CIDH adoptó el Informe de Admisibilidad No. 49/08 y  declaró admisible la petición respecto de presuntas violaciones a los derechos amparados en los artículos 8.2 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional; además, en aplicación del principio iure novit curia, también declaró admisible la petición respecto de una presunta violación del artículo 24 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del citado tratado, y la declaró inadmisible respecto de la pretendida violación del artículo 5 de la Convención. El 4 de agosto de 2008, la CIDH notificó el informe a las partes, y se puso a su disposición para lograr una solución amistosa del asunto, conforme a lo establecido en los artículos 48.1.f de la Convención Americana y 40 de su Reglamento. 

8. Posteriormente, la CIDH recibió información de los peticionarios en las siguientes oportunidades: 23 de octubre y 12 de noviembre de 2008; 30 de junio de 2009; y 11 de febrero de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

9. Por su parte, el Estado remitió observaciones a la CIDH el 7 de abril de 2008, y el 6 de noviembre y el 31 de diciembre de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

10. Además, el 5 de noviembre de 2009, durante el 137° periodo ordinario de sesiones de la CIDH, se celebró una audiencia pública en la sede de la Comisión en Washington DC, con la presencia de ambas partes. En el transcurso de la misma, se presentaron alegatos orales y elementos probatorios en soporte audiovisual, referidos a los méritos del caso. 

Proceso de negociación amistosa

11. El 31 de diciembre de 2009, las partes suscribieron un acuerdo de solución amistosa. En igual fecha, el Estado solicitó a la CIDH la suscripción del acuerdo por la entonces Presidenta de la CIDH, Comisionada Luz Patricia Mejía, o por el Comisionado que se estimare pertinente. El documento, rubricado por la Comisionada Mejía, fue remitido nuevamente al Estado y a los peticionarios mediante comunicaciones de 29 de enero y 2 de febrero de 2010, respectivamente.

12. En el acuerdo, las partes solicitan la publicación de un informe de solución amistosa. 

III.
LOS HECHOS
13. Alegaron los peticionarios que Ricardo Ucán Seca, indígena maya, habría sido víctima de violaciones a sus derechos fundamentales durante un proceso criminal seguido en su contra porque no habría contado con la asistencia de un intérprete traductor que le permitiera manifestarse en su propio idioma durante el juicio  y porque no habría contado con una defensa pública eficaz.

14. De acuerdo a los peticionarios, Ricardo Ucán Seca pertenece al pueblo Maya y es originario de la Comunidad de Akil, municipio de Akil, Estado de Yucatán, donde se dedicaba al cuidado de su familia y al cultivo de la tierra –su fuente principal de vida material y espiritual-. Afirmaron que, al momento de los hechos, hablaba y entendía poco el español, en razón de que su lengua materna es la lengua maya.

15. Informaron que el 5 de junio de 2000, mientras se encontraba, como todos los días, trabajando la tierra que poseía desde hacía años –y a raíz de la cual había tenido conflictos con su hermana- el señor Ucán Seca encontró a su sobrino Víctor Manuel Chay Ucán y a Bernardino Chan Ek sembrando maíz. Al verlos, Ucán Seca les habría pedido que se marcharan, y se retiró del lugar, en el entendido de que los referidos señores procederían de la misma manera; sin embargo, al regresar horas mas tarde en compañía de su esposa y tres de sus hijas, Ucán Seca observó que estas personas aún se encontraban trabajando su tierra.

16. Informaron que Bernardino Chan Ek, al verlos llegar, les habría apuntado con su escopeta. Sostuvieron que ante esa actitud, y motivado por el temor de que su familia resultare herida, Ucán Seca habría tomado su rifle y, alegadamente sin intención, habría disparado contra Chan Ek, provocándole una herida que le ocasionaría la muerte. Posteriormente, Ucán Seca, su esposa y sus tres hijas, habrían regresado a su casa, donde habrían esperado la llegada de las fuerzas de seguridad.

17. Afirmaron que ese mismo día, el señor Ucán Seca fue detenido por un agente de la Policía Judicial del Estado que, durante el procedimiento, le habría propiciado “dos bofetadas”. Alegaron que luego de su detención, Ucán Seca habría estado privado de su libertad por un plazo mayor a aquel dentro del cual debería haber sido puesto a disposición del Ministerio Público. Informaron que a partir de entonces, y hasta el momento de interponer su petición ante la CIDH, el señor Ucán Seca permaneció privado de su libertad.

18. Alegaron que el proceso judicial sustanciado en consecuencia habría sido realizado al margen de los estándares internacionales vigentes en la materia. En particular, denuncian la falta de designación de un intérprete que brindara asistencia a Ucán Seca durante el desarrollo de la averiguación previa y del juicio criminal seguidos en su contra, y que le permitiere expresarse adecuadamente, contar su versión de lo sucedido y entender las preguntas y los cuestionamientos del Ministerio Público. Alegaron que dicha intervención no habría sido solicitada por la defensa pública que habría asistido a Ucán Seca, ni tampoco ordenada de oficio por las autoridades intervinientes en la causa, no obstante la declaración preparatoria rendida por Ucán Seca ante el Agente del Ministerio Público, en la cual habría alegado hablar y entender poco el idioma español. Sostuvieron que dicha situación lo habría colocado en un estado de indefensión y desventaja por razones de comunicación.

19. Por otra parte, aseguraron que la defensa pública provista por el Estado, no habría ejercido su función de manera oportuna, diligente ni eficaz. En este orden de ideas, señalaron que la defensora oficial designada por el Ministerio Público para asistir a Ucán Seca, no era abogada y habría tenido un desempeño pasivo y negligente durante la sustanciación de toda la causa penal. Asimismo, indicaron que el conjunto de omisiones en las que habría incurrido durante el proceso –sumado a la falta de solicitud de intervención de un intérprete- habría tenido por consecuencia la condena de Ricardo Ucán Seca.

20. Informaron que el 12 de junio de 2001, el Juez Mixto y de lo Familiar del Segundo Departamento Judicial del Estado de Yucatán, declaró culpable a Ricardo Ucán Seca del delito de homicidio calificado, y lo condenó a la pena de 22 años de prisión y al pago de una indemnización a favor de los familiares del fallecido. Esta sentencia fue confirmada el 22 de febrero de 2002 por la Primera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Yucatán. Informaron que contra esta última resolución se interpuso el Recurso de Amparo Directo No. 380/2003, el cual fue resuelto por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito del Poder Judicial de la Federación el 24 de septiembre de 2003, negando el amparo solicitado y confirmando la sentencia de primera instancia
. 

21. Por otra parte, informaron que los hechos que motivaron la presente petición habrían sido denunciados ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Yucatán (en adelante, “CEDHY”) el 3 de julio de 2002. Sostienen que en el marco de la investigación adelantada en consecuencia, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas presentó un estudio sociológico y antropológico del señor Ucán Seca, donde peritos se habrían constatado que el señor Ucán Seca es indígena maya, cuyo idioma materno es la lengua maya, y respecto de quien el castellano era una lengua de segunda adquisición, no susceptible de ser empleada en espacios que sobrepasaren la vida cotidiana, y frente al cual presenta problemas para comprender términos técnicos y científicos. 

22. Indicaron que el 4 de noviembre de 2003 la CEDHY emitió su Recomendación 40/2003, estableciendo, inter alia, que en el marco del proceso criminal sustanciado contra Ucán Seca, no se habría respetado su derecho de ser asistido por un intérprete traductor, y que no se le habría provisto de una defensa adecuada. Asimismo, informaron que el documento habría contenido recomendaciones muy precisas, algunas de las cuales habrían sido cumplidas por parte de las autoridades mexicanas; alegan que, no obstante ello, los derechos del señor Ucán Seca no habrían sido reestablecidos.

23. Afirmaron que, con base en la recomendación de la CODHEY, el 25 de noviembre de 2003 Ricardo Ucán Seca y la Organización Indignación, Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, interpusieron el Recurso de Reconocimiento de Inocencia ante el Tribunal Superior de Justicia del Estado. Informaron que si bien en el marco de este proceso el señor Ucán Seca contó con la asistencia de un intérprete traductor, el tribunal competente, mediante resolución de 9 de febrero de 2004, rechazó el recurso interpuesto. Contra esa sentencia, se interpuso Recurso de Amparo Indirecto, el cual que fue resuelto el 28 de abril de 2004 por el Juez Cuarto de Distrito con sede en Mérida, en sentido negativo
.

24. En conclusión, alegaron los peticionarios que, en el marco del proceso sustanciado ante organismos nacionales de administración de justicia, se habría vulnerado la normativa convencional, en perjuicio del señor Ricardo Ucán Seca. 

IV.
SOLUCIÓN AMISTOSA

25. El 31 de diciembre de 2009, las partes suscribieron el siguiente acuerdo de solución amistosa
: 

Caso 12.660- Ricardo Ucán Seca (México)

Acuerdo de solución amistosa

Primero. Suscriben el presente acuerdo de solución amistosa al caso número 12.660 (Ricardo Ucán Seca), en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanas (sic) (en adelante referida como "la Comisión" o "la CIDH"), por una parte, los Estados Unidos Mexicanos, representados por la Secretaria de Relaciones Exteriores y el Gobierno del Estado de Yucatán, y por la otra, como peticionarios, el Sr. Ricardo Ucán Seca, la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos: Todos los Derechos para Todos, y la organización Indignación A.C., representadas respectivamente por José Miguel Edgar Cortéz y María Cristina Muñoz Menéndez (en adelante referidos como “los peticionarios”). 

Las partes celebran el presente acuerdo con fundamento en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el artículo 40 del Reglamento en vigor de la CIDH. 

Segundo: las partes expresan su pleno consentimiento como compromisos para la solución definitiva del caso 12.660, los siguientes:

a) El Estado mexicano se compromete a partir de la firma del presente acuerdo a considerar jurídicamente y, en su caso, a conceder por vía administrativa la liberación del Sr. Ricardo Ucán Seca. Para tal efecto, el Estado mexicano, a través del Gobierno de Yucatán, determinará lo conducente con base en el orden jurídico vigente en la entidad y con pleno respeto a la independencia judicial del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Yucatán.

b) El Estado mexicano garantizará que quede a salvo el derecho a la reparación de los familiares de Bernardino Chan Ek, quien perdiera la vida en los hechos ocurridos el 5 de junio del año 2000, como se encuentra acreditado en el expediente del caso 12.660 ante la CIDH.

c) El Estado mexicano se compromete en consecuencia a lo anterior, a través del Gobierno de Yucatán, a gestionar a favor del Sr. Ricardo Ucán Seca y de su familia los beneficios de carácter social que resulten procedentes en atención a su situación socio-económica.

d) Las autoridades del Gobierno de Yucatán manifiestan su disposición para analizar aquellos casos similares al presente, que se sometan a su consideración y que se encuentren debidamente documentados. Este se realizará con plena respeto a la independencia judicial y a la división de poderes, asimismo serán salvaguardados en todo caso los derechos de la víctimas u ofendidos de los delitos de que se trate.

e) Las autoridades del Gobierno Federal y del Gobierno de Yucatán manifiestan su disposición para continuar con el fortalecimiento del acceso a la justicia y de la vigencia de los derechos humanos a favor de las comunidades indígenas, así como para considerar las propuestas que les hagan llegar los peticionarios sobre tales temas.

f) Las partes informarán periódicamente a la CIDH sobre los avances en el cumplimiento del presente acuerdo de solución amistosa. Asimismo, de común acuerdo, solicitan a la Comisión que elabore el Informe a que hace referencia el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y proceda conforme a dicho precepto a efectos de su correspondiente publicación.

El Estado difundirá a través del Diario Oficial de la Federación y el correspondiente del Estado de Yucatán el Informe de solución amistosa que haga público la Comisión Interamericana. 

El presente acuerdo presupone el principio de buena fe de ambas partes, por lo que en caso de duda sobre los alcances del mismo, serán en principio las propias partes las que resuelvan lo conducente y, en caso de no llegar a un acuerdo, podrán solicitar la intervención de la CIDH a fin de que coadyuve a tal propósito en el ámbito de sus atribuciones.

Las partes que suscriben el presente acuerdo de solución amistosa, manifiestan su libre y espontánea voluntad y aceptación de todas y cada una de sus cláusulas y, en consecuencia, acuerdan que se proceda a dar por terminado el trámite de la petición del caso 12.660 ante la Comisión Interamericana una vez que se proceda con la liberación de señor Ricardo Ucán Seca y que se haya satisfecho el derecho a que se refiere el inciso b) de la cláusula segunda del presente acuerdo.

Firman de conformidad el 31 de diciembre de 2009.

V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO
26. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48.1.f y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.

27. En lo que respecta al presente caso, la CIDH ha sido informada respecto de medidas que han sido adoptadas por el Estado para dar cumplimiento al acuerdo amistoso logrado.

28. En este sentido, la Comisión observa que el 31 de diciembre de 2009, el señor Ricardo Ucán Seca recuperó su libertad. Según se informa, dicha medida fue adoptada a consecuencia de la aplicación de beneficios de libertad anticipada, otorgados por el Poder Ejecutivo del Estado de Yucatán. 

29. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso y valora altamente los esfuerzos desplegados por ambas partes para lograr esta solución que resulta compatible con el objeto y fin de la Convención.

30. Sin perjuicio de ello, la CIDH toma nota de las otras obligaciones asumidas por México en el acuerdo amistoso que aún no han sido debidamente cumplimentadas, e insta al Estado a satisfacerlas de la manera más pronta posible.

VI.
CONCLUSIONES 
 

31. Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro del acuerdo de solución amistosa en el presente caso fundado en el objeto y fin de la Convención Americana. 

32. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este informe, 

  

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE: 

1. Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa suscrito por las partes el 31 de diciembre de 2009. 

2. Instar al Estado a tomar las medidas necesarias para cumplir con los compromisos aún pendientes.

3. Continuar con la supervisión del cumplimiento de todos y cada uno de los puntos del acuerdo y, en ese contexto, recordar a las partes su compromiso de informar periódicamente a la CIDH al respecto. 
4.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Siliva Guillén, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión. 
El que suscribe, Santiago A. Canton, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 47 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Santiago A. Canton

Secretario Ejecutivo

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� El 19 de junio de 2006, los peticionarios incorporaron como peticionaria la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todos y Todas.


� Indicaron los peticionarios que el referido recurso fue interpuesto por la defensora oficial el 14 de julio de 2003, un año y cinco meses después de notificada de la sentencia respecto de la cual se lo interpone. Al respecto, no tan sólo cuestionaron la oportunidad temporal en que el mismo fue interpuesto, sino que destacaron que fue recién en esa instancia donde la defensora habría argumentado presuntas violaciones a las garantías al debido proceso que deberían haber sido denunciadas ante los tribunales de instancias inferiores, tales como la falta de designación de un intérprete que asistiere a Ricardo Ucán Seca.


� En relación con el Recurso de Reconocimiento de Inocencia y el Recurso de Amparo Indirecto�, el Estado sostuvo que en el informe de admisibilidad de la CIDH no se incluyeron ni analizaron estos 2 recursos. Por lo que en su momento, solicitó que, en base a que esa información no había sido considerada pero que formaba parte del expediente, la CIDH revisara su informe y decretara la inadmisibilidad de la petición.


Al respecto, alegaron los peticionarios que los mencionados recursos no forman parte de los recursos ordinarios establecidos en la normatividad nacional, y por tanto, constituyen un recurso de carácter especial y excepcional. En ese sentido, sostienen que los recursos ordinarios se habrían agotado con independencia de estos. 


� El documento fue firmado por el señor Ricardo Ucán Seca y sus representantes, José Miguel Edgar Cortéz (Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todos y Todas) y María Cristina Muñoz (Indignación Promoción y Defensa de los Derechos Humanos A.C.). En representación del Estado de México, suscribieron el acuerdo el Ministro Alejandro Negrín (Director General de Derechos Humanos y Democracia de la Secretaría de Relaciones Exteriores) y el Lic. Sergio B. Cuevas González, Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Yucatán.





